“MAURO FRANCISCO C/ 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”  

J. 14 SALA III CAUSA Nº 157

               REG. SENT. DEFINITIVAS Nº
146
                 

En Lomas de Zamora, a los  07   días del mes de agosto del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Jueces de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Tercera, de este Departamento Judicial, Dres. Norberto Celso Villanueva y Sergio Hernán Altieri con la presencia del Secretario del Tribunal se trajo a Despacho, para dictar sentencia, la causa número: 157 caratulada: “MAURO, FRANCISCO C/ PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ DAÑOS Y PERJUICIOS". De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial del mismo Estado, la Cámara resolvió plantear las siguientes:

C U E S T I O N E S:

-------------------

1º) ¿ Es justa la sentencia apelada?    

2º) ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar?                                          

Practicado el sorteo de ley (art. 263, in fine del C.P.C.C.); dio el siguiente orden de votación: Dr. Sergio Hernán Altieri y Dr. Norberto Celso Villanueva.-

V O T A C I O N:

----------------

A la primera cuestión el Dr. Sergio H. Altieri dice:

I.- El magistrado titular del Juzgado nº 14 dictó sentencia en estos actuados, admitiendo la demanda que por indemnización de daños y perjuicios promoviese Francisco Mauro  contra la Provincia de Buenos Aires, condenando a esta última a abonar al  actor la cantidad de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000) con más intereses desde la fecha de mora y hasta el efectivo pago. Impuso las costas a la demandada y difirió la regulación de honorarios para la oportunidad de adquirir firmeza la liquidación pertinente (v. fs. 255/263).-

II.- Ambos contendientes apelaron el decisorio, siéndoles concedidos libremente los recursos a fs. 265 y 272. No obstante, solo subsiste el recurso articulado por la demandada, dado que a fs. 292 se ha dispuesto el desglose de los fundamentos esbozados por el actor en virtud de su extemporaneidad.

Así, la actuación de esta Alzada ha quedado circunscripta  por los fundamentos que lucen en la pieza glosada a fojas 286/291.-

III.- La apelante centra su queja en la responsabilidad que se le atribuye en el decisorio en crisis, aseverando que la interpretación del judicante acerca del error judicial es equívoca y que el daño moral que se condena a resarcir no ha sido demostrado. Subsidiariamente, discrepa con el monto indemnizatorio  asignado  por considerarlo elevado. Por último, se alza contra la tasa de interés activa  aplicada en la instancia anterior, esgrimiendo que su utilización contraría la prohibición de actualización.

IV.- En primer lugar, la atribución de responsabilidad al Estado provincial  por la  intervención del entonces Magistrado del Juzgado Correccional nº 3 Departamental, Dr. Daniel Hugo Llermanos, requiere aclarar que la procedencia de la acción indemnizatoria con génesis en la actuación judicial ilegítima, se supedita a la demostración de lo que se ha dado en llamar “error judicial”.

El error recae sobre las relaciones de los propios actos con la ley, tanto si conociéndose la ley, se yerra sobre las condiciones que acompañan al hecho, como si conociéndose bien las condiciones del hecho, se yerra acerca de la existencia de la ley prohibitiva del hecho mismo.  De este modo, el error, mirado en orden al objeto, puede ser de hecho o de derecho (conf. CARRARA, Francesco, “Programa de Derecho Criminal”, Temis, Bogotá, 1976, I, 254, p. 180; cit. en MOSSET ITURRASPE, Jorge; “Responsabilidad por Daños”, T. VII “El error judicial”, p. 35, Rubinzal Culzoni, 1999).

Lejos de referirse a un supuesto de ignorancia o error invalidante de la intención –art. 922 del Código Civil-, el error judicial se remite a todo acto judicial ejecutado por el juez en el proceso, que resulta objetivamente contradictorio con los hechos de la causa o con el derecho y la equidad, desviando la solución del resultado justo al que naturalmente debió llegar.

Tratándose, por tanto, de un verdadero acto ilícito cometido por el magistrado, por acción u omisión en el curso del proceso sometido a su jurisdicción, tal como ha señalado el juez de la Instancia anterior y siguiendo los  lineamientos expuestos magistralmente por Bustamante Alsina en la temática ( Bustamante Alsina, Jorge; “Teoría General de la Responsabilidad Civil”; Bs. As., Abeledo Perrot, 1997; pág. 500), se impone la verificación, en primer término de la existencia de una cuestión prejudicial, que consiste en la previa determinación de que el error judicial no ha sido consentido por la parte a quien perjudica; por otro lado, la existencia de error judicial debe ser verificada en el mismo proceso en que se habría cometido, debiéndose agotar para tratar de llegar a esa declaración, todos los recursos y las instancias que hacen posible la reposición, la apelación y, excepcionalmente, la nulidad y la revisión; por último, la acción de daños y perjuicios contra el Estado solo será posible luego de declarado el error judicial, deduciendo la acción ante el juez competente, que no será el que cometió el error judicial, probando el daño y la relación de causalidad. 

En el mismo marco, cabe traer a colación las consideraciones que la Corte Suprema de la Nación tiene sentadas en la materia, la que ha establecido  “...como principio que el Estado sólo puede ser responsabilizado por error judicial en la medida en que el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, juzgar que hay error. Lo contrario importaría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento firme, no previsto ni admitido por la ley...a mayor abundamiento, corresponde destacar que tampoco podría responsabilizarse al Estado por su actividad lícita, pues los actos judiciales son ajenos por su naturaleza a este tipo de resarcimiento. La doctrina y jurisprudencia, ante la ausencia de expresas disposiciones legales, han modelado la responsabilidad del Estado por actos lícitos como un modo de preservar adecuadamente las garantías constitucionales de la propiedad y la igualdad jurídica. Es que, como esta Corte ha sostenido, cuando esa actividad lícita, aunque inspirada en propósitos de interés colectivo, se constituye en causa eficiente de un perjuicio para los particulares cuyo derecho se sacrifica por aquel interés general esos daños deben ser atendidos. De tal manera, a la vez que se asegura a las ramas legislativas y ejecutiva la gerencia discrecional del bien común, se tutelan adecuadamente los derechos de quienes sufren algún perjuicio con motivo de medidas políticas, económicas o de otro tipo, ordenadas para cumplir objetivos gubernamentales que integran su zona de reserva. En cambio, como es notorio, dichos fundamentos no se observan en el caso de las sentencias y demás actos judiciales, que no pueden generar responsabilidad de tal índole, ya que no se trata de decisiones de naturaleza política para el cumplimiento de fines comunitarios, sino de actos que resuelven un conflicto en particular. Los daños que puedan resultar del procedimiento empleado para resolver la contienda, si no son producto del ejercicio irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares, pues son costo inevitable de una adecuada administración de justicia ...”(Corte Suprema de la Nación en la causa “Balda, Miguel c/ Provincia de Buenos Aires” [sentencia del 19-10-95], Fallos, 311:1007)

Por su parte, sostiene Cassagne ("El carácter excepcional de la responsabilidad del Estado por daños causados por error judicial, sus límites", "La Ley", supl. 26-XII-2001, p. 11) que "existen límites que, de superarse, generan la responsabilidad estatal  dado que cuando se configura una actividad judicial  irregular, renace el deber de reparación, ya que la especialidad e intensidad del sacrificio justifica que el particular no deba soportar exclusivamente el daño en tales casos..." 

V.- Con base en dichos postulados, debe analizarse en primer término si la declaración de nulidad efectuada por la Magistrado del Juzgado de Transición Nº 1 Departamental - a cuyas consideraciones se sujetó el judicante para estimar configurado el error judicial – tiene virtualidad  para responsabilizar al Estado por la actividad jurisdiccional.

Sobre el particular, cuadra recordar como se expusiera en párrafos precedentes, que la declaración de ilegitimidad  y arbitrariedad incurrida se trata de un recaudo “sine qua non” para la procedencia de la acción. 

Empero, dicha declaración debe producirse con antelación al momento en que el presunto agraviado por el dictado de la resolución deduzca su demanda, dado que a partir de allí se patentiza la cualidad viciosa de la actividad jurisdiccional. Así,  se ha expresado que para hacer efectiva la responsabilidad del Estado es cuestión prejudicial la previa determinación que el “error judicial” no ha sido consentido por la parte a quien perjudica y que no ha pasado en autoridad de cosa juzgada, pues en tal caso goza de la presunción de verdad (“res iudicata pro veritate habetur”). Además, la existencia del error judicial debe ser verificada en el mismo proceso que se habría cometido, debiéndose agotar para llegar a tal declaración, todos los recursos y las instancias que hacen posible la reposición, la apelación y, excepcionalmente, la nulidad o la revisión y, en definitiva la acción por daños y perjuicios contra el Estado solo será posible después de declarado el error judicial (art. 321 y 315 del Código Procesal Penal; CC0203 LP, 93665 RSD-168-00 del 13-7-00 Torres, Juan Antonio c/ Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios”, JUBA Sum. B353130).

Asimismo, en supuestos de daños causados por la actividad jurisdiccional, como el hecho dañoso aparece cubierto por una presunción de que se ajusta a derecho, es menester su revocación para que la acción indemnizatoria quede expedita (CC0201 LP B 87611 RSD-26-98 S 26-2-98 Sroza, Juan Miguel c/ Gobierno de la Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios” JUBA Sum. B252947).

La característica del proceso judicial, que en principio involucra distintas instancias, es decir, la revisión por distintos órganos de juzgamiento con base en los recursos, plantea una cuestión central, cual es la superación o subsanación del error.  Aquel, que genera el deber de indemnizar es, el error firme, definitivo. Mientras la cuestión pueda ser corregida en las instancias normales, con base en revocatorias y apelaciones, no puede hablarse, todavía,  de un error.  El asunto está in fiore, en proceso, en marcha (conf. MOSSET ITURRASPE, Jorge, ob. cit., p. 48).

En el caso sub exámine, la decisión sobre la que hace pie el judicante de origen para fallar admitiendo la acción (3 de febrero de 2003, ver fs. 190/191 de la causa penal) fue dictada muchos años después de haberse deducido la presente acción de daños y perjuicios (4 de julio de 1994; ver fs. 10 vta.). 

Y especialmente, con posterioridad a que la mercadería secuestrada en la ocasión de llevarse adelante las actuaciones penales cuestionadas, fuera restituida a su propietario y dispuesto el cese de la intervención judicial en la cuestión (19 de junio de 1992, ver fs. 177 de la causa penal). 

Mas aún, de los hechos descriptos en su demanda por el actor, emerge que fue la actividad desplegada por el juez penal desde la incautación de la mercadería hasta ordenar su liberación mediante la   individualizada resolución, la que dio fundamento -según el demandante- al posterior reclamo por los perjuicios ocasionados.

En ese contexto, de conformidad con las premisas enunciadas precedentemente, cabe señalar que la resolución que posteriormente declara la nulidad de todo lo actuado (fs. 190/191, causa penal N°33262), mal puede ser el fundamento para tipificar como error judicial la conducta del magistrado, pues sin desdeñar los reproches de carácter procesal y constitucional que desde la esfera de actuación criminal efectúa la jueza de Transición en dicha resolución, carecen – a mi juicio - de gravitación en este juicio de daños y perjuicios, por haber sido dictada después de deducirse la presente acción, ergo, no cumple con el requisito que habilita demandar por error judicial, cual es, la declaración previa de que ha mediado ese vicio.

Bajo tal óptica, desde la órbita de la mentada resolución que luce a fs. 190/191 de la causa penal antes referenciada, no puede admitirse la demanda de error judicial.-

VI.- No obstante ello, desde otra perspectiva, tal situación no enerva la posibilidad de sostener que la señalada necesidad de declaración del error en el mismo proceso (conf. apartado IV, tercer párrafo) pueda superarse y quedar abastecida con el dictado de la resolución de fs. 177, mediante la cual el propio magistrado interviniente, dejó sin efecto la medida de secuestro de la mercadería y dispuso su entrega al propietario, aquí actor.  

Ahora bien, para que ese error tenga la entidad suficiente como mecanismo dañoso debe haber sido el resultado del ejercicio irregular en la función de administrar justicia (cfr. art. 1112 del Código Civil). Esa irregularidad equivale a la actuación negligente, imprudente, o –lo que ya no constituye un error- dolosa.

Sobre el particular, ha sido esgrimido  –en criterio que hago propio- que aún admitiendo genéricamente que el Estado provincial es responsable ante las violaciones previstas en el art. 1112 del Código Civil, debe entonces establecerse si acaso el error judicial alegado configura la omisión de las obligaciones impuestas al juez. 

En este sentido, el error en el juzgar, por sí mismo, el error  de criterio en la apreciación de los hechos no configura una falta del servicio de justicia ni una prestación irregular del mismo. Es que en razón de los límites de la condición humana y, por ende, de la falibilidad de los jueces, ese servicio está estructurado en una serie de sucesivas instancias que permiten recursos o medios de impugnación mediante revisar o enmendar en las instancias superiores los errores (muchas de las veces, diferencias de interpretación del derecho, en la valoración de los hechos o en la apreciación de la prueba) cometidos en las inferiores ( SCBA, Ac. 79211 del 16-7-03 en autos “Torres, Juan Antonio c/ Provincia de Buenos Aires s/ daños y perjuicios”; Ac. 87857 del 19-9-07 en autos “M., M. C/ P., D. s/ Daños y Perjuicios” JUBA Sum. 29189).

Así, hay responsabilidad del juez si ha actuado con culpa, omitiendo diligencias exigidas por la naturaleza de la función y que correspondían a las circunstancias de las personas, de tiempo y de lugar del servicio judicial a su cargo (cfr. art. 512 del Código Civil. Llambías, Jorge Joaquín; “Tratado de Derecho Civil – Obligaciones”; Bs. As., Abeledo Perrot, 1992; tº IV-B, pág. 124, nota 23).

Ajustado a dicho canon de conducta, debo señalar que no se verifica en la especie una actuación desaprensiva o apresurada para configurar el error judicial juzgado por el magistrado de la Instancia anterior.

Por el contrario, de la compulsa de la causa penal venida “ad effectum videndi et probandi” se desprende la actitud cautelosa asumida por el juez instructor, quien ante la denuncia formulada por la funcionaria competente en el área de bromatología de la Municipalidad de Lomas de Zamora (ver fs. 1/9 de la causa penal 33262), dispuso el análisis de las sustancias alimenticias cuestionadas como no aptas para el consumo humano y su inmovilización hasta que se practicaran las pesquisas que la situación merecía (ver fs. 10/17). 

A posteriori y advirtiendo la existencia de informes contradictorios sobre la potencialidad riesgosa para los consumidores de esa mercadería (ver fs. 30/32, 34/36, 48/50, 58, 171), evitó la liberación de la misma impidiendo la comercialización de un producto sobre el cual recaía un manto de duda en cuanto a su inocuidad sobre la salud de las personas. 

Finalmente, y dentro de un plazo razonable - en virtud de los disímiles dictámenes obrantes -, ponderando el informe final realizado por el Municipio de Almirante Brown (ver fs. 174/175), que determinó sobre la aptitud de la “mozzarella” secuestrada para el consumo humano, ordenó su restitución al propietario (ver fs. 177). 

De todo eso, no advierto la existencia de obrar negligente, imprudente o doloso que posibilite la atribución de responsabilidad al Estado provincial por la actuación del magistrado, sino antes bien, la disposición de diligencias razonables para salvaguardar la integridad de la salud de la población.

En refuerzo de cuanto llevo expuesto, cabe destacar que, en tanto la indisponibilidad de la mercadería en cuestión constituyó una diligencia procesal de carácter esencialmente provisional, no cabe interpretar que su levantamiento dispuesto a fs. 177 de la causa penal, tuviese por sentido declararla por contrario imperio ilegítima; sino disponer meramente el cese de sus efectos futuros por haber devenido improcedente una vez concluida la investigación y en vista de los resultados que surgieron de ella.

Ha sentenciado el Máximo Tribunal Federal que “... la mera revocación o anulación de resoluciones judiciales no otorga el derecho de solicitar indemnización pues, a dicho propósito, solo cabe considerar como error judicial a aquel que ha sido provocado de modo irreparable por una decisión de los órganos de la administración de justicia, cuyas consecuencias perjudiciales no han logrado hacerse cesar por efecto de los medios procesales ordinariamente previstos a ese fin en el ordenamiento...” (Fallos, 308:2095).

De todo cuanto llevo expuesto, considero que el recurso de apelación incoado corresponde sea  admitido, revocándose la sentencia de grado y rechazándose la pretensión de daños y perjuicios articulada.

En consecuencia, VOTO POR LA NEGATIVA.  

A la primera cuestión, el Doctor Norberto Celso Villanueva dijo que por los mismos fundamentos, vota  en igual sentido que el Doctor Altieri.



A la segunda cuestión el Doctor Sergio Hernán Altieri expresó:



Visto el Acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede,  corresponde revocar la apelada sentencia de fs. 255/263, desestimándose la pretensión resarcitoria incoada e imponiéndose las costas por la actuación en ambas instancias a la actora vencida (art. 68 CPCC). Propicio diferir la consideración de los honorarios profesionales, hasta que se practiquen las correspondientes determinaciones en la Instancia de origen.

ASÍ LO VOTO.



A la segunda cuestión el Doctor Norberto Celso Villanueva expresó que por los mismos fundamentos VOTA EN IGUAL SENTIDO.



Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose lo siguiente:





SENTENCIA








Y VISTOS.





CONSIDERANDO:



Que en el Acuerdo celebrado se dejó establecido:



1.- Que la apelada sentencia de fs. 255/263 debe revocarse, rechazándose la demanda.-



2.- Que las costas de ambas Instancias serán soportadas por el accionante que resulta  vencido.



POR ELLO: y fundamentos consignados en el Acuerdo, revócase la apelada sentencia de fs. 255/263, rechazándose la demanda. Impónense las costas de ambas Instancias a la actora. Difiérase la regulación de honorarios para su oportunidad. Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-

